
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19. 

 
 
 
 
Artículo 28. Derecho a percepción del bono social por parte de 

trabajadores autónomos que hayan cesado su actividad o hayan visto 
reducida su facturación como consecuencia del COVID-19. 
 

1. Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda 
habitual y en los términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono 
social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos, 
los consumidores que, cumpliendo el requisito de renta del apartado 2, 
acrediten con fecha posterior a la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, que el titular del punto de suministro, o alguno 
de los miembros de su unidad familiar, profesionales por cuenta propia o 
autónomos, tienen derecho a la prestación por cese total de actividad 
profesional o por haber visto su facturación en el mes anterior al que se 
solicita el bono social reducida en, al menos, un 75 por ciento en relación 
con el promedio de facturación del semestre anterior, en los términos 
establecidos en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo. 

Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual del 
profesional por cuenta propia o autónomo esté a nombre de la persona 
jurídica, el bono social deberá solicitarse para la persona física, lo que 
implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro. 
 

1. Para poder adquirir la condición de consumidor vulnerable referida 
en el apartado anterior, será condición necesaria que la renta del 
titular del punto de suministro o, caso de formar parte de una 
unidad familiar, la renta conjunta anual de la unidad familiar a la 
que pertenezca, calculada de acuerdo con lo estipulado en el 
artículo 4 de la Orden ETU/943/2016, de 6 de octubre, por la que se 
desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se 
regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de 
energía eléctrica, sea igual o inferior: 



 

– a 2,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
(IPREM) de 14 pagas, en el caso de que el titular del punto de suministro 
no forme parte de una unidad familiar o no haya ningún menor en la 
unidad familiar; 

– a 3 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un 
menor en la unidad familiar; 

– a 3,5 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya dos 
menores en la unidad familiar. 

A estos efectos, se considera unidad familiar a la constituida conforme 
a lo dispuesto en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre 
el Patrimonio. 
 

3. La condición de consumidor vulnerable definida en los apartados 
anteriores y, por tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos 
que corresponda, se extinguirá cuando dejen de concurrir las 
circunstancias referidas, estando obligado el consumidor a comunicar este 
hecho al comercializador de referencia. 

En ningún caso la consideración de consumidor vulnerable por el 
cumplimiento de los apartados anteriores se extenderá más de 6 meses 
desde su devengo, sin perjuicio de la posibilidad de acogerse a dicha 
condición en cualquier momento anterior o posterior a esa fecha al 
amparo del resto de supuestos previstos en el Real Decreto 897/2017, de 
6 de octubre. 

La empresa comercializadora de referencia estará obligada a indicar al 
consumidor, en la última factura que emita antes del vencimiento del 
plazo de 6 meses, la fecha de tal vencimiento, informando de que, una vez 
superado dicho plazo, el consumidor pasará a ser facturado a PVPC por la 
misma comercializadora de referencia, e indicando la posibilidad de que el 
consumidor pueda, alternativamente, contratar su suministro con un 
comercializador en mercado libre. 
 

2. Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en 
los apartados anteriores y solicitar la percepción del bono social, el 
consumidor remitirá a un comercializador de referencia, a través de 
la dirección de correo electrónico que aparezca en su página web, el 
modelo de solicitud definido en el Anexo IV junto con la siguiente 
documentación acreditativa: 



 

– Copia del NIF o NIE del titular del punto de suministro y, en caso de 
que forme parte de una unidad familiar, copia del NIF o NIE de cada uno 
de los miembros para los que dicho documento sea obligatorio. 

– Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del 
titular de punto de suministro o de todos los miembros de la unidad 
familiar. 

– Libro de familia, en el caso de que exista unidad familiar. 
– Acreditación de su condición conforme el Real Decreto-ley 8/2020, 

de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19. En particular, cuando el 
trabajador autónomo se encuentre en el supuesto de cese de actividad, la 
acreditación se realizará mediante certificado expedido por la Agencia 
Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese 
de actividad declarada por el interesado. 

La comercializadora de referencia remitirá al titular del punto de 
suministro un correo electrónico de confirmación de recepción de la 
solicitud. 
 

Por orden de la Vicepresidenta Cuarta y Ministra para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, se podrá modificar el modelo de solicitud 
que se establece en el Anexo IV. 

 
 
 
V 

Artículo 29. Garantía de suministro de energía eléctrica, productos 
derivados del petróleo, gas natural y agua. 
 

Excepcionalmente, mientras esté en vigor el estado de alarma, no 
podrá suspenderse el suministro de energía eléctrica, productos derivados 
del petróleo, incluidos los gases manufacturados y los gases licuados del 
petróleo, gas natural y agua a los consumidores personas físicas en su 
vivienda habitual, por motivos distintos a la seguridad del suministro, de 
las personas y de las instalaciones, aunque conste dicha posibilidad en los 
contratos de suministro o acceso suscritos por los consumidores de 
conformidad con la normativa sectorial que les resulte aplicación en cada 
caso. 
 



Para acreditar ante el suministrador que el suministro se produce en la 
vivienda habitual, el consumidor podrá emplear cualquier medio 
documental que acredite de manera fehaciente dicha circunstancia. 

Asimismo, el periodo durante el que esté en vigor el estado de alarma 
no computará a efectos de los plazos comprendidos entre el 
requerimiento fehaciente del pago y la suspensión del suministro por 
impago establecidos en la normativa vigente o en los contratos de 
suministro en su caso. 

 
 


